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Prolegómenos
 
El siglo XX fue el siglo de las comunicaciones. La humanidad pasa 
en pocos años del romanticismo de las cartas y de las esquelas, 
transportadas por los servicios de correo, a la inmediatez de los 
teléfonos, especialmente de los móviles, y del internet. El telégrafo, 
que hoy parece ser tan anacrónico como empieza a serlo el fax, 
es el eslabón más relevante en ese desarrollo. El progreso de las 
comunicaciones ha venido aparejado en no pocos casos del retroceso 
del lenguaje, pues en los afanes por decir algo, o por no decir nada, 
imitando, muchas veces sin quererlo, las parodias de Cantinflas, 
las personas no suelen tomarse el trabajo de pensar lo que dicen, 
ni tienen siquiera la mínima cortesía de expresarlo con arreglo a 
las pautas de la sintaxis, de la gramática y de la ortografía, para no 
hablar de la lógica y de la sindéresis. 
La aparición de la imprenta de Johannes Gutenberg, que para 
muchos es una aplicación del proceso de xilografía ideado por los 
chinos en el período de los Song (960-1279), cambia radicalmente la 
comunicación. El documento escrito, cuyo mejor ejemplo es el libro, 
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había sido hasta entonces un artículo de lujo, muy escaso y de difícil 
acceso. Los copistas, generalmente monjes, con férrea disciplina 
producirán esas verdaderas obras de arte que son los manuscritos. 
Ante la carencia de textos escritos, la lectura está reservada a 
ciertos círculos cultos, como los monasterios y, en algunos casos, 
las Cortes. El resto de las personas se enteran de lo que pasa por la 
tradición oral, por lo que escucha decir, o por lo que les cuenta los 
pregoneros, los parientes o los vecinos. La imprenta, con su infatigable 
producción de libros, periódicos, panfletos, folletos, manifiestos, e 
incluso pasquines, pondrá al alcance de las masas la información y 
la mantendrá inalterable en el tiempo, pues el escrito sobrevivirá a su 
autor y podrá ser leído por las generaciones posteriores.
Con la posibilidad de la producción en serie de escritos, que cada vez 
se hacen menos en serio, la libertad de expresión tendrá un sentido 
mucho más amplio, dando lugar tanto a la libertad de prensa como 
a la censura. El conflicto entre lo público y lo privado, cuyo lindero 
está en la publicación de la información, se avivará en la civilización 
occidental durante los siglos venideros.
IntroduccIón
El hombre honesto no teme la luz ni la oscuridad.
Thomas Fuller.
El animal político del que habló Aristóteles en la antigua Grecia, 
siempre quiere y necesita saber de los asuntos de la polis. El Estado 
y la Administración se convierten en referentes ineludibles para la 
expresión de los ciudadanos y para la prensa, dentro del ejercicio de 
la política. En las democracias las decisiones políticas no pueden 
ser tomadas de manera oculta, por unos pocos, así se trate de una 
minoría calificada, sin conocimiento o de espaldas a las mayorías. 
La forma de enterar a esas mayorías y de brindarles la oportunidad 
de participar en el proceso político es la publicación de toda la 
información que sea necesaria para tomar las decisiones políticas. 
El documento escrito, en razón de su publicidad, reduce considera-
blemente el margen de acción de la razón de Estado del antiguo 
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régimen y de la discrecionalidad en el nuevo. En el documento 
debe aparecer una memoria, al menos aparente, del motivo o de 
los motivos que justifican razonablemente la decisión. La respuesta 
formal de la burocracia a esta carga de argumentación, fue de una 
parte la calificación de algunos documentos o informaciones como 
secretos o reservados, y de otra el afianzamiento de la prerrogativa 
de decidir sin tener que motivar. En el plano material, la burocracia 
implementó un innecesariamente complejo, tortuoso, disuasivo, y, 
en no pocos casos, costoso ritual para acceder a sus documentos. En 
la medida en que el acceso de las personas a la información pública 
sea restringido o sea dificultado hasta hacerlo imposible, muy poca 
gente se enterará de lo que la Administración hace y deshace. Esa 
cortina de ignorancia, levantada por el esfuerzo burocrático de 
ocultar la información, impide el cuestionamiento, la crítica y el 
control, y genera la tentación de obtener beneficios individuales o 
particulares de la cosa pública.
Todos los Estados y las Administraciones en el mundo de hoy 
parecen estar afectados, en mayor o en menor medida, del cáncer 
de la corrupción. No es insólito descubrir diariamente la comisión 
de fraudes y de otras muchas faltas, por las autoridades públicas 
o los funcionarios. Si hasta se ha llegado a hablar, como lo hizo 
en Colombia el Expresidente Julio César Turbay Ayala de “reducir 
la corrupción a sus justas proporciones”, tampoco es extraño 
encontrar que el soborno, las coimas y el sacar ventajas indebidas, 
son instrumentos usuales, y para algunos necesarios, en el mundo 
empresarial, como lo revelan los recientes escándalos de Enron 
Corporation en Estados Unidos y de Airbus en Europa. La oscuridad 
de lo público, propiciada por la imposibilidad de acceder a la 
información pública, por los medios más eficaces y expeditos, a 
todos aquellos que quieran hacerlo, propicia y favorece la corrup-
ción. El silencio que nace de la ignorancia, genera impunidad. Este 
lamentable estado de cosas hace necesario considerar, como en 
su momento lo hicieron ejemplarmente las democracias nórdicas, 
que el principio de la transparencia es un elemento cardinal dentro 
de un Estado Social y Democrático de Derecho y dentro de una 
Administración Pública comprometida con el bienestar general.
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PlanteamIento de hIPótesIs, 
metodología y fuentes
En un espíritu corrompido no cabe el honor.
Tácito. 
 
En el presente ensayo se proponen dos hipótesis de trabajo: 1) la 
transparencia es un principio jurídico que se concreta especial-
mente en el derecho fundamental de acceder a la información 
pública; 2) la aplicación del principio de transparencia y el 
respeto y garantía del derecho de acceder a la información 
pública, son elementos indispensables para afirmar que existe un 
verdadero Estado Social y Democrático de Derecho, en el cual 
todas las personas pueden participar activamente en los asuntos 
que las afecten, y una Administración Pública comprometida con 
el bienestar general. 
Este ensayo pretende hacer una aproximación intelectual válida 
a diversas instituciones de derecho nacional e internacional, 
examinadas con el método de estudio de derecho comparado, 
especialmente en los planos legal, jurisprudencial y doctrinal, 
a fin de verificar de manera puntual y preliminar las hipótesis 
planteadas. Para tal propósito, y luego de hacer una averiguación 
previa, se ha elegido analizar el fenómeno en Iberoamérica, 
tomado como muestras representativas la más reciente juris-
prudencia de la Corte Interamericana de San José, contenida en 
la sentencia de 19 de septiembre de 2006, caso Claude Reyes y 
otros v. Chile; la rica experiencia de México en estas materias; 
y la más reciente jurisprudencia de la Corte Constitucional de 
Colombia. El proceso de verificación de las hipótesis, como se 
ve, es parcial, pues sólo alude a unas muestras que se tienen 
por representativas, pero puede generar al menos un criterio de 
validación o invalidación preliminar sobre la materia, que sea 
útil para emprender una investigación de mayor alcance. Una 
vez cumplido el análisis propuesto, y después de someter las 
hipótesis al proceso de falsación propuesto por Karl Popper, se 
llegará a concluir lo que sea del caso.
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análIsIs de derecho comParado
Así como la desgracia hace discurrir más, la felicidad quita 
todo deseo de análisis; por eso es doblemente deseable.
Pío Baroja. 
El principio de transparencia y el derecho fundamental de acceso a 
la información pública han tenido un interesante desarrollo en los 
últimos años. El modelo escandinavo de administración de cristal, en 
el cual todos los ciudadanos podían ver, sin interferencia ni amaño, 
los movimientos de las manos de los funcionarios en el manejo de 
la cosa pública, muy pronto ganó prestigio como referente para los 
demás países.  
Es una creencia muy popular, aunque no siempre justificada, 
la de que quien oculta algo, o lo esconde, ha actuado mal o 
reprobablemente. La observación de la naturaleza parece confirmar 
esta creencia, pues hasta los felinos, después de excretar, tratan de 
cubrir sus desechos con tierra o con hierba, ocultándolos. Parecería 
que los seres vivos generalmente tratamos de ocultar aquello que 
no nos enorgullece, o que es difícil mostrar a los demás, porque ni 
siquiera a nosotros mismos nos gusta. La ocultación reflejaría una 
especie de vergüenza, de pena. La revelación de lo que ocultamos, el 
descubrimiento de la verdad, suele ser visto como una tragedia, pues 
implica consecuencias: una posible confrontación, crítica, debate 
y, quizá, un cambio en nuestras vidas. Suele creerse que quien ha 
obrado bien no tiene nada que ocultar, pues no tiene nada que temer. 
La ocultación, que a veces es sospechosa en lo privado, aunque 
siempre respetable por estar protegida por el derecho a la intimidad, 
es nefasta en lo público. Hacer público lo privado es una infracción 
tan grave como hacer privado lo público, con la diferencia de que 
en el segundo caso esta trasgresión es mucho más difícil de advertir. 
Así, pues, tiene sentido que la información privada le pertenezca 
solamente a cada uno, como lo ha garantizado históricamente el 
derecho a la intimidad, recientemente ampliado por el derecho a 
la protección de datos. Pero también lo tiene que la información 
pública, que a todos nos concierne, nos pertenezca a todos, como 
pretende garantizarlo el principio de transparencia y el derecho de 
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acceso a la información pública. El posible conflicto entre derechos, 
que es la traducción al lenguaje jurídico del conflicto entre lo 
privado y lo público, es el marco en el cual se ha movido el derecho 
estudiado con el método de derecho comparado, según pasa a verse. 
amérIca: la recIente jurIsPrudencIa de la corte 
InteramerIcana de san josé
Honestidad: la mejor de todas las artes perdidas.
Mark Twain.
Hace ya casi tres años, el 19 de septiembre de 2006, la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, con sede en San José de 
Costa Rica, profirió una importante sentencia en el caso Claude 
Reyes y otros v. Chile. 
La actuación surtida ante la Comisión Interamericana, inicia con la 
denuncia No. 12.108, recibida en la Secretaría de la Comisión el 17 
de diciembre de 1998. La Comisión declara admisible el caso, al 
aprobar el informe No. 60/03 el 10 de octubre de 2003, y se pone 
a disposición de las partes para lograr un arreglo amistoso desde 
el 11 de noviembre de 2003. Al aprobar el informe No. 31/05 el 
7 de marzo de 2005, la Comisión concluye que Chile violó los 
derechos de Claude Reyes y otros al acceso a la información pública 
y a la protección judicial y, en consecuencia, recomienda a ese 
Estado divulgar públicamente la información solicitada, otorgar 
una reparación adecuada a los afectados y ajustar el orden jurídico 
interno conforme al internacional. Esta decisión fue notificada a 
Chile el 8 de abril de 2005, y se otorgó un plazo de dos meses para 
que informara sobre las medidas adoptadas para cumplir con las 
anteriores recomendaciones. Chile solicitó primero una prórroga del 
plazo y luego remitió algunos documentos. La Comisión, basándose 
en que Chile no había adoptado sus recomendaciones en forma 
satisfactoria, decidió el 1 de julio de 2005 someter este caso a la 
jurisdicción de la Corte.    
El proceso ante la Corte inicia con la demanda presentada por la 
Comisión el 8 de julio de 2005, que fue notificada por la Secretaría de 
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la Corte a Chile el 4 de agosto de 2005. El Estado de Chile contestó 
la demanda el 2 de diciembre de 2005. La Corte celebró la audiencia 
pública sobre asuntos de fondo y eventuales reparaciones y costas el 
3 de abril de 2006. La Comisión y el Estado presentaron sus alegatos 
finales el 18 y el 19 de mayo de 2006, respectivamente. Surtido el 
trámite completo del proceso, la Corte pronunció su sentencia el 19 
de septiembre de 2006.
La demanda tenía como pretensión principal que la Corte declarara que 
era Estado es responsable por la violación de los derechos consagrados 
en los artículos 13 (Libertad de Pensamiento y de Expresión) y 25 
(Derecho a la Protección Judicial) de la Convención Americana, 
en relación con las obligaciones establecidas en los artículos 
1.1 (Obligación de respetar los derechos) y 2 (Deber de adoptar 
disposiciones de derecho interno), en perjuicio de Marcel Claude 
Reyes, Sebastián Cox Urrejola y Arturo Longton Guerrero.   
Los hechos relevantes habían ocurrido entre mayo y agosto de 1998. 
El Estado se había negado a brindar a los perjudicados la información 
que requerían del Comité de inversiones extranjeras, relativa a la 
empresa forestal Trillium y al Proyecto Río Cóndor, que se llevaría 
a cabo en la décima segunda región de Chile. El Estado, a juicio 
de la Comisión, no había justificado adecuadamente su negativa ni 
otorgado un recurso judicial efectivo para impugnar la violación del 
derecho al acceso a la información. Según refiere como testigo la 
abogada del Comité, Liliana Huidita Macchiavello Martín, éste negó 
el acceso a la información porque su Vicepresidencia “consideró de 
carácter reservado toda aquella información referida a terceros cuya 
entrega pudiera constituir un atentado a la privacidad de sus titulares, 
arriesgando de manera irresponsable el resultado de actividades de 
los inversionistas”. Ante la negativa del Comité, los interesados 
presentaron un recurso de protección ante la Corte de Apelaciones 
de Santiago el 27 de julio de 1998, aduciendo la violación de la 
libertad de expresión y del derecho a acceder a la información en 
poder del Estado. La Corte de Apelaciones declaró inadmisible el 
recurso el 29 de julio de 1998, por falta de fundamento, conforme 
a lo dispuesto en el No. 2 del Auto Acordado de la Exma. Corte 
Suprema, publicado el 9 de junio de 1998. Esta decisión solamente 
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podía ser impugnada en ejercicio del recurso de reposición, como 
en efecto se hizo el 31 de julio de 1998. Al recurso de reposición se 
unió el de queja, ante la instancia superior. La Corte de Apelaciones 
negó la reposición el 6 de agosto de 1998. La instancia superior, que 
es en este caso la Corte Suprema, declaró inadmisible el recurso de 
queja el 18 de agosto de 1998. De esta manera quedó agotada la 
jurisdicción nacional. 
Por su especial importancia para lograr un adecuado entendimiento 
del conflicto, merece la pena transcribir en su integridad la síntesis 
que hace la Corte Interamericana de los alegatos presentados por las 
partes en el proceso, como a continuación se hace. 
Los argumentos esgrimidos por la actora, la Comisión Interamericana, 
fueron:
a) la divulgación de la información en poder del Estado debe jugar 
un rol muy importante en una sociedad democrática, pues habilita 
a la sociedad civil para controlar las acciones del gobierno a quien 
ha confiado la protección de sus intereses. “[E]l artículo 13 de la 
Convención debe comprender una obligación positiva de parte del 
Estado de brindar acceso a la información en su poder”, lo cual es 
necesario para evitar abusos de los funcionarios gubernamentales, 
promover la rendición de cuentas y la transparencia dentro del Estado 
y permitir un debate público sólido e informado para asegurar la 
garantía de contar con recursos efectivos contra tales abusos; 
b) existe un consenso creciente en torno a que los Estados tienen la 
obligación positiva de brindar la información que obre en su poder a 
sus ciudadanos. “[L]a Comisión ha interpretado que el [a]rtículo 13 
incluye un derecho al acceso a la información en poder del Estado”;
c) “de acuerdo a los amplios términos del [a]rtículo 13, el derecho 
al acceso a la información debe estar regido por el ‘principio de 
máxima divulgación’”. “[L]a carga de la prueba corresponde al 
Estado, el cual tiene que demostrar que las limitaciones al acceso a la 
información son compatibles con las normas interamericanas sobre 
libertad de expresión”. “Ello significa que la restricción no sólo debe 
relacionarse con uno de [los] objetivos [legítimos que la justifican], 
sino que también debe demostrarse que la divulgación constituye 
una amenaza de causar substancial perjuicio a ese objetivo y que 
el perjuicio al objetivo debe ser mayor que el interés público en 
disponer de la información” (prueba de proporcionalidad); 
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d) la mayoría de los Estados americanos cuentan con regulación 
en materia de acceso a la información. La legislación chilena no 
fue aplicada en este caso porque fue promulgada con posterioridad 
a los hechos que dieron lugar a la petición. “El Estado de Chile 
ha realizado una serie de modificaciones legislativas; sin embargo[, 
…] éstas no garantizan de forma efectiva y amplia el acceso a la 
información pública”. “Las excepciones previstas en la ley […] 
confieren un grado excesivo de discrecionalidad al funcionario que 
determina si se divulga o no la información”; 
e) en el presente caso, la Comisión centra su preocupación entorno 
a la información relacionada con la evaluación que realizaba el 
Comité de la pertinencia de inversionistas extranjeros, la cual no 
fue entregada a las presuntas víctimas y tampoco fue denegada 
oficialmente; 
f) respecto al argumento del Estado de que el tipo de información 
solicitada hubiera violado, de ser revelada a las presuntas víctimas, 
el derecho de confidencialidad de las empresas involucradas, debe 
decirse que las restricciones al derecho a buscar, recibir y divulgar 
información deben estar expresamente establecidas por ley. “El 
Estado no [ha] cita[do] ninguna disposición de la legislación chilena 
ni ningún antecedente jurídico que expresamente establezca como 
información reservada lo relativo al proceso de toma de decisiones 
del Comité de Inversiones Extranjeras”. La decisión de retener 
información parece estar “totalmente a discreción del Vicepresidente 
del Comité de Inversiones Extranjeras”. Además, en su contestación 
a la demanda el Estado se aparta de la línea de argumentación en 
torno a la confidencialidad, alegando que el Comité de Inversiones 
Extranjeras no contaba ni cuenta con disponibilidad de tiempo, 
capacidad ni facultades legales para investigar situaciones de hecho 
de los inversionistas;  
g) el Comité de Inversiones Extranjeras nunca dio respuesta por 
escrito en relación a la información faltante y no ha demostrado 
cómo la retención de la información en cuestión era “necesaria” para 
la consecución de un objetivo legítimo previsto en el artículo 13 de 
la Convención. Tampoco presentó ningún argumento que demuestre 
que la divulgación de la información habría causado un perjuicio 
sustancial a estos objetivos, y que ese perjuicio hubiera sido mayor 
que el interés público en divulgar la información, como lo requiere 
el indicado artículo 13. Además es “insostenible” la afirmación del 
Estado de que el papel de control de los organismos del gobierno 
compete exclusivamente al Congreso; y 
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h) “el Estado chileno no garantizó el derecho de las [presuntas] 
víctimas al acceso a la información porque un organismo del Estado 
negó acceso a información sin demostrar que la misma estaba 
comprendida por una de las excepciones legítimas a la norma 
general de divulgación prevista en el artículo 13. Además, el Estado 
no contó con mecanismos establecidos para garantizar el derecho 
al acceso a la información en forma efectiva en el momento que se 
produjeron los hechos que dieron lugar a esta petición”. 
Los argumentos de la réplica del Estado demandado, Chile, fueron:
a) en cuanto a la supuesta denegación de información por parte del 
Comité de Inversiones Extranjeras respecto de lo requerido en los 
puntos 6 y 7 de la solicitud, ha quedado claro según los testimonios 
de los señores Moyano Berríos y Mayorca que dicho Comité no 
poseía esa información;
b) en lo referente a la información relacionada con el punto 3 de la 
solicitud, en la época de los hechos de este caso y en la actualidad, 
el Comité de Inversiones Extranjeras no cuenta con capacidad física 
ni con facultades legales para investigar situaciones de hecho de los 
inversionistas. “La función del Comité de Inversiones Extranjeras 
sólo consiste en facilitar y aprobar flujos de capital externos a 
Chile”. No es función del Comité “efectúa[r] un estudio previo 
para garantizar la viabilidad técnica, legal, financiera o económica 
de los proyectos económicos [de inversión]; esa tarea es de los 
propios inversionistas”. Todos los antecedentes con que cuenta el 
Comité son proporcionados por los propios inversionistas. “[L]
os peticionarios solicitaron al Comité de Inversiones Extranjeras 
información orientada a conocer el posible impacto ambiental que 
podría tener el proyecto forestal”, información que el Comité no 
poseía por ser de competencia de la Comisión Nacional de Medio 
Ambiente;
c) “[a] la fecha de presentación de la denuncia por los peticionarios 
(diciembre de 1998) y hasta el año 2002 no existía norma que 
regulara la publicidad o reserva de los actos de administración 
ni de los documentos que sirven de base a éstos por parte del 
Comité de Inversiones Extranjeras”. Dicho Comité consideró de 
carácter reservado la información referida a terceros y en general 
los aspectos particulares del proyecto, por tratarse de antecedentes 
de carácter privado, que de hacerse públicos “podría lesionar sus 
legítimas expectativas comerciales, sin que existiera fuente legal 
que permitiera su publicidad”; 
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d) ha dado cumplimiento a las recomendaciones realizadas por la 
Comisión en su informe de fondo, a saber, divulgar públicamente la 
información solicitada por los peticionarios, otorgar una reparación 
adecuada a los peticionarios, y adecuar el ordenamiento jurídico 
interno a los términos del artículo 13 de la Convención; 
e) respecto de la recomendación de divulgar públicamente la 
información solicitada, la Comisión se refiere en general a la entrega 
de información y “obvia en su recomendación la información que 
le fuera entregada directamente por el Comité de Inversiones 
Extranjeras a las presuntas víctimas y que respondía a cuatro de los 
siete puntos contenidos en la solicitud hecha a dicho Comité”. “[L]a 
circunstancia de que el proyecto en cuestión no se implementó [ni] 
se ejecutó” hace que desaparezcan los motivos de la información 
solicitada y que el cumplimiento de las recomendaciones “esté 
absolutamente fuera de contexto”. Sin perjuicio de lo anterior, 
el 30 de junio de 2005 el Estado “acompañó […] a la Comisión 
los contratos de inversión extranjera y de cesión de los mismos, 
relativos al proyecto Río Cóndor de la Empresa Forestal Trillium”;
f) respecto a la segunda recomendación de la Comisión de otorgar 
una reparación adecuada a los peticionarios, el Estado informó a la 
Comisión que “se est[aba] analizando […] una reparación de carácter 
simbólic[o] que pu[dier]a recoger la situación de vulneración de 
derechos de que fueron víctimas, como asimismo publicitar los 
avances que en materia de acceso a información pública puede 
exhibir [Chile], en aras de ir adecuando su derecho interno a 
los términos del artículo 13 de la Convención.  La naturaleza y 
características de esta reparación simbólica, sería propuesta a la 
C[omisión], para ser puesta en conocimiento de los peticionarios, lo 
que no alcanzó a verificarse por la decisión de la Comisión de elevar 
el conocimiento del caso ante [l]a […] Corte […]”;
g) respecto a la tercera recomendación de la Comisión, el Estado 
ha adaptado su normativa interna para hacerla conforme a lo 
dispuesto en el artículo 13 de la Convención. Como ejemplo, señala 
la reciente reforma a la Constitución Política, que incorporó en 
su artículo 8º el principio de probidad y el derecho de acceso a la 
información pública, así como que “recientemente se ha elaborado 
un Proyecto de Ley, destinado a perfeccionar la normativa legal 
que rige actualmente el derecho de acceso a la información, su 
ejercicio, límites y mecanismos de impugnación para el caso de 
limitación abusiva, ilegal o arbitraria de su ejercicio”. De igual 
manera, las causales en cuya virtud se puede denegar la entrega de 
los documentos requeridos se encuentran ya establecidas por la Ley 
26
de Probidad No. 19.653 y como consecuencia directa de la reforma 
constitucional, “se derogó el Decreto Ley No. 26 del Ministerio 
Secretaría General de la Presidencia que estableció en su momento 
los casos en que los órganos de la Administración podrían otorgar 
carácter de reservado o de secreto a ciertos documentos o actos en el 
ejercicio de su función”, para evitar cualquier actuación al margen 
de la nueva disposición constitucional; y 
h) el análisis de la nueva legislación, adoptada como consecuencia 
de las recomendaciones de la Comisión Interamericana, escapa del 
objeto y de la competencia contenciosa de la Corte porque este no 
es un caso en que las nuevas normas se encuentren cuestionadas. 
Presentado en los anteriores términos el panorama del proceso, es 
menester ahora considerar las normas jurídicas interamericanas aplica-
bles, el problema jurídico planteado por la Corte, la argumentación 
que desarrolla para resolverlo y la decisión que adopta, especialmente 
en cuanto atañe al derecho al acceso a la información pública. 
Entre las normas que la Corte aplica, la que resulta relevante para 
este ensayo, es el artículo 13 de la Convención Americana, que 
consagra la libertad de pensamiento y de expresión en los siguientes 
términos:
1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de 
expresión. Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir 
y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración 
de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o 
artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección.
2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede 
estar sujeto a previa censura sino a responsabilidades ulteriores, las 
que deben estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para 
asegurar:
a. el respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o
b. la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud 
o la moral públicas.
3. No se puede restringir el derecho de expresión por vías o medios 
indirectos, tales como el abuso de controles oficiales o particulares 
de papel para periódicos, de frecuencias radioeléctricas, o de enseres 
y aparatos usados en la difusión de información o por cualesquiera 
otros medios encaminados a impedir la comunicación y la circulación 
de ideas y opiniones. (subrayas agregadas).
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La Convención Americana incorpora dentro de la libertad de 
pensamiento y de expresión, el derecho de acceder a la información 
pública. Esta libertad es considerada por la Convención y por 
la jurisprudencia de la Corte como fundamental. Siendo este el 
referente normativo, la Corte plantea el problema jurídico a resolver 
en la sentencia de la siguiente manera:
65. La Corte debe determinar, a la luz de los hechos probados en el 
presente caso, si la falta de entrega de una parte de la información 
solicitada al Comité de Inversiones Extranjeras en 1998, constituyó 
o no una violación del derecho a la libertad de pensamiento y de 
expresión de los señores Marcel Claude Reyes, Sebastián Cox 
Urrejola y Arturo Longton Guerrero y, por consiguiente, si se 
configuró una violación al artículo 13 de la Convención Americana. 
 
Sobre la evidencia incontrastable de que la información requerida 
no fue entregada por el Comité, la Corte procede a examinar 
si esa negativa tiene o no justificación, para poder establecer 
si la Convención Americana ha sido violada por el Estado. La 
argumentación comienza por poner de presente que existen 
numerosos precedentes, en los cuales la Corte ha dado un amplio 
contenido a la libertad de expresión, de cuya descripción en la 
dimensión individual y en la dimensión social se ha desprendido 
una serie de importantes derechos. Entre los precedentes se citan 
los establecidos en: Caso López Álvarez, Sentencia de 1 de febrero 
de 2006, Serie C No. 141, párr. 163; Caso Palamara Iribarne, 
Sentencia de 22 de noviembre de 2005, Serie C No. 135, párr. 69; 
Caso Ricardo Canese, Sentencia de 31 de agosto de 2004, Serie C 
No. 111, párrs. 77-80; Caso Herrera Ulloa, Sentencia de 2 de julio 
de 2004, Serie C No. 107, párrs. 108-111; Caso Ivcher Bronstein, 
Sentencia de 6 de febrero de 2001, Serie C No. 74, párrs. 146–149; 
Caso “La Última Tentación de Cristo” (Olmedo Bustos y otros), 
Sentencia de 5 de febrero de 2001, Serie C No. 73, párrs. 64-67;  y La 
Colegiación Obligatoria de Periodistas (Arts. 13 y 29 Convención 
Americana sobre Derechos Humanos), Opinión Consultiva OC-5/85 
del 13 de noviembre de 1985, Serie A No. 5, párrs. 30-33 y 43. Sobre 
la base de sus precedentes, especialmente los contenidos en los 
Casos López Álvarez y Ricardo Canese, la Corte señala el sentido 
del mencionado artículo 13, en los siguientes términos:
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…protege el derecho que tiene toda persona a solicitar el acceso 
a la información bajo el control del Estado, con las salvedades 
permitidas bajo el régimen de restricciones de la Convención. 
Consecuentemente, dicho artículo ampara el derecho de las personas 
a recibir dicha información y la obligación positiva del Estado 
de suministrarla, de forma tal que la persona pueda tener acceso 
a conocer esa información o reciba una respuesta fundamentada 
cuando por algún motivo permitido por la Convención el Estado 
pueda limitar el acceso a la misma para el caso concreto. Dicha 
información debe ser entregada sin necesidad de acreditar un interés 
directo para su obtención o una afectación personal, salvo en los 
casos en que se aplique una legítima restricción. Su entrega a una 
persona puede permitir a su vez que ésta circule en la sociedad de 
manera que pueda conocerla, acceder a ella y valorarla. De esta 
forma, el derecho a la libertad de pensamiento y de expresión 
contempla la protección del derecho de acceso a la información bajo 
el control del Estado, el cual también contiene de manera clara las 
dos dimensiones, individual y social, del derecho a la libertad de 
pensamiento y de expresión, las cuales deben ser garantizadas por 
el Estado de forma simultánea. (Subrayas agregadas).
La Corte refuerza su valoración del asunto trayendo a cuento 
algunas resoluciones de la Asamblea General de la OEA, la Carta 
Democrática de la OEA, la declaración de Nuevo León de 2004, 
la Convención de las Naciones Unidas contra la corrupción, la 
Declaración de Río sobre Medio Ambiente y Desarrollo, y algunas 
Recomendaciones y Directivas Europeas. 
La libertad de expresión así comprendida, es vinculada estrechamente 
por la Corte con la democracia. Se establece que la posibilidad de 
ejercer el control democrático de la gestión estatal requiere, de manera 
indispensable, que ésta esté sometida a los principios de publicidad y 
transparencia. Ello no puede lograrse si no existe una garantía cierta y 
eficaz del derecho de acceso a la información pública. 
Luego de analizar el derecho, y bajo el supuesto teórico de que 
éste admite restricciones, la Corte se dedica a precisar su alcance, 
estudiando sus límites. Para ello sigue el mismo método empleado 
en el primer análisis, y comienza por citar sus precedentes, que son: 
Caso López Álvarez, párr. 165; Caso Palamara Iribarne, párr. 85; 
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Caso Ricardo Canese, párr. 95; y Caso Herrera Ulloa, párr. 120-123. 
Precisa que las restricciones deben ser establecidas por leyes, para que 
no queden al arbitrio del poder público; que estas leyes deben dictarse 
por “razones de interés general y con el propósito para el cual han sido 
establecidas”; y que las restricciones deben ser necesarias y responder 
a un objetivo permitido por la Convención Americana. Dichos 
objetivos son: el respeto a los derechos o a la reputación de los demás, 
la protección de la seguridad nacional, el orden público, la salud o la 
moral públicas. En las sociedades democráticas, prosigue la Corte, 
la regla general debe ser la máxima divulgación de la información 
pública y la excepción su restricción, que, en todo caso, “debe ser 
proporcional al interés que la justifica y debe ser conducente para 
alcanzar el logro de ese legítimo objetivo, interfiriendo en la menor 
medida posible en el efectivo ejercicio del derecho”.
Del estudio del derecho y de sus restricciones, la Corte establece 
la “presunción” de que toda información pública es accesible. Por 
ello, corresponde al Estado la carga de probar que la restricción 
establecida es justificable a la luz de los requisitos establecidos por 
la Corte. Esta es la ratio decidendi de la sentencia. 
Al revisar nuevamente las circunstancias concretas del caso bajo 
examen, la Corte encuentra que la restricción no fue establecida por 
medio de una ley; que ésta no corresponde a alguno de los objetivos 
permitidos por la Convención Americana; que tampoco aparece 
evidencia de que la restricción fuese necesaria en una sociedad 
democrática; y que, además, la decisión de negar el acceso no aparece 
debidamente escrita y motivada, haciendo imposible para los afectados 
conocer la razón de la negativa. Por ello, decide que el Estado ha 
violado la Convención Americana y procede a determinar la condena.
Como comentario final a esta importante sentencia, es menester 
advertir que la Constitución Política de Colombia, en su artículo 93, 
incorpora como normas constitucionales los tratados internacionales 
en materia de derechos humanos, a los que otorga incluso supre-
macía al integrarlos en el “bloque de constitucionalidad”. Siendo 
la Convención Americana uno de esos tratados, se sigue que ella 
hace parte de dicho bloque. Por lo tanto, el derecho de acceso a la 
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información pública, como parte integrante de la libertad de expresión, 
es un derecho de estirpe constitucional en Colombia. Siendo la libertad 
de expresión un derecho fundamental en Colombia, se sigue que el 
derecho de acceso a la información pública también lo es.
méxIco: una nueva revolucIón
 
Las revoluciones no se hacen por menudencias,
 pero nacen por menudencias.
Aristóteles.
Una de las más recurrentes percepciones que la opinión latino-
americana tenía de la República de México, llegando a ser un 
lugar común, fue la de haber sido una de las más aventajadas en 
la deplorable tarea de entronizar la corrupción como parte de sus 
instituciones. La mordida, la coima, el soborno y otras malas artes, 
parecían formar parte de la tradición política mexicana. Sin embargo, 
ese estado de cosas era insostenible. Hace pocos años México ha 
dado un viraje radical, lamentablemente inadvertido por muchos, 
en sus costumbres políticas. El problema capital de la corrupción ha 
sido enfrentado con el principio de la transparencia y con el derecho 
fundamental de acceso a la información pública. De ser reputado 
como un paraíso para la corrupción pública, en poco tiempo, México 
está pasando a ser un paradigma de todo lo contrario.
La preocupación por lograr una administración transparente ha 
producido una reforma constitucional, mediante la cual se ha 
reconocido con toda claridad el derecho fundamental de acceso a la 
información pública. El nuevo siglo empezó muy bien en México 
en esta materia, con la aparición en el año 2002 de la Ley Federal 
de transparencia y acceso a la información pública gubernamental, 
el país aparece como pionero en estas materias. Esta ley y sus 
reformas, la última de las cuales fue publicada el 6 de junio de 
2006 en ese mismo diario, será prontamente materia de reforma 
constitucional, incorporando el principio de la transparencia, por la 
vía del derecho fundamental de acceso a la información pública en la 
propia Constitución Federal. El camino seguido para este cambio es 
muy semejante al que se pudo apreciar en el sistema interamericano 
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de derechos humanos. Sobre la base de la libertad de expresión, 
reconocida en el artículo 6 de la Carta, se desarrollará legalmente 
primero y después por medio de una reforma constitucional, en 
la que se incluirá una adición especial, el derecho fundamental de 
acceso a la información pública. 
El texto original del artículo 6, según la reforma introducida a la 
Constitución Federal el 6 de diciembre de 1977 es:
La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición 
judicial o administrativa, sino en el caso de que ataque a la moral, 
los derechos de tercero, provoque algún delito, o perturbe el orden 
público, el derecho a la información será garantizado por el Estado.
 
Por medio de reforma introducida el 20 de julio de 2007, el contenido 
del artículo 6 fue adicionado en los siguientes términos: 
Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación, 
los Estados y el Distrito Federal, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, se regirán por los siguientes principios y bases:
I. Toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, 
órgano y organismo federal, estatal y municipal, es pública y sólo 
podrá ser reservada temporalmente por razones de interés público en 
los términos que fijen las leyes. En la interpretación de este derecho 
deberá prevalecer el principio de la máxima publicidad.
II. La información que se refiere a la vida privada y los datos 
personales será protegida en los términos y con las excepciones que 
fijen las leyes. 
III. Toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar 
su utilización, tendrá acceso gratuito a la información pública, a sus 
datos personales o a la rectificación de éstos.
IV. Se establecerán mecanismos de acceso a la información y procedi- 
mientos de revisión expeditos. Estos procedimientos se sustanciarán 
ante órganos u organismos especializados e imparciales, y con auto-
nomía operativa, de gestión y de decisión.
V. Los sujetos obligados deberán preservar sus documentos en archivos 
administrativos actualizados y publicarán a través de los medios 
electrónicos disponibles, la información completa y actualizada sobre 
sus indicadores de gestión y el ejercicio de los recursos públicos.
VI. Las leyes determinarán la manera en que los sujetos obligados 
deberán hacer pública la información relativa a los recursos públicos 
que entreguen a personas físicas o morales.
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VII. La inobservancia a las disposiciones en materia de acceso a la 
información pública será sancionada en los términos que dispongan 
las leyes.
La Constitución Federal adopta la misma regla general señalada 
como ratio decidendi en la sentencia de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos, de que en principio es posible acceder a 
toda información pública, salvo que la ley, de manera justificada, 
proporcionada y razonable establezca alguna restricción a dicho 
acceso. En el caso de la Constitución Federal todas las restricciones 
están limitadas en el tiempo, pues el principio acogido es el de 
la máxima publicidad. Obviamente, este acceso se garantiza 
sin menoscabo de la intimidad de la vida privada y de los datos 
personales. La consagración del derecho en términos que, como 
se ve, son especialmente generosos, se ve complementada por su 
gratuidad y, quizá lo que sea más importante por el claro mandato 
de que la Administración actúe al servicio del ciudadano, adecuando 
todos sus procedimientos y metodologías para estar en condiciones 
de brindar información actualizada, de manera expedita y por medios 
electrónicos, a todos, y en especial a quienes la soliciten, sin que sea 
necesario acreditar interés alguno.
La Ley Federal de Transparencia y acceso a la información pública 
gubernamental, publicada en el diario oficial de la Federación el 
11 de junio de 2002, cuya última reforma, como ya se dijo, fue 
publicada el 6 de junio de 2006 en ese mismo diario, es una ley 
de orden público, que pretende proveer lo que sea necesario para 
garantizar el “acceso de toda persona a la información en posesión 
de los Poderes de la Unión, los órganos constitucionales autónomos 
o con autonomía legal, y cualquier otra entidad federal”. Esta 
norma procura regular en integridad los desarrollos de la norma 
constitucional atrás citada. Siendo la regla general la del acceso libre 
a la información pública gubernamental, merece la pena centrar el 
análisis en la consideración de las excepciones a dicha regla, valga 
decir: en las restricciones que la ley establece en los artículos 13 y 
14 en los siguientes términos:
artículo 13. Como información reservada podrá clasificarse aquélla 
cuya difusión pueda:
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I. Comprometer la seguridad nacional, la seguridad pública o la 
defensa nacional;
II. Menoscabar la conducción de las negociaciones o bien, de 
las relaciones internacionales, incluida aquella información que 
otros estados u organismos internacionales entreguen con carácter 
confidencial al Estado Mexicano; 
III. Dañar la estabilidad financiera, económica o monetaria del país;
IV. Poner en riesgo la vida, la seguridad o la salud de cualquier 
persona, o
V. Causar un serio perjuicio a las actividades de verificación del 
cumplimiento de las leyes, prevención o persecución de los delitos, 
la impartición de justicia, la recaudación de las contribuciones, las 
operaciones de control migratorio, las estrategias procesales en 
procesos judiciales o administrativos mientras las resoluciones no 
causen estado.
artículo 14. También se considerará como información reservada:
I. La que por disposición expresa de una Ley sea considerada 
confidencial, reservada, comercial reservada o gubernamental 
confidencial;
II. Los secretos comercial, industrial, fiscal, bancario, fiduciario u 
otro considerado como tal por una disposición legal;
III. Las averiguaciones previas;
IV. Los expedientes judiciales o de los procedimientos adminis-
trativos seguidos en forma de juicio en tanto no hayan causado 
estado;
V. Los procedimientos de responsabilidad de los servidores públicos, en 
tanto no se haya dictado la resolución administrativa o la jurisdiccional 
definitiva, o
VI. La que contenga las opiniones, recomendaciones o puntos de 
vista que formen parte del proceso deliberativo de los servidores 
públicos, hasta en tanto no sea adoptada una decisión definitiva, la 
cual deberá estar documentada.
Cuando concluya el periodo de reserva o las causas que hayan dado 
origen a la reserva de la información a que se refieren las fracciones 
III y IV de este Artículo, dicha información podrá ser pública, 
protegiendo la información confidencial que en ella se contenga.
No podrá invocarse el carácter de reservado cuando se trate de la 
investigación de violaciones graves de los derechos fundamentales 
o de delitos de lesa humanidad.
La ley establece un régimen de restricciones razonable, que incluso 
contempla una restricción a las restricciones cuando esté de por 
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medio una violación grave de los derechos humanos o un delito de 
lesa humanidad. El límite temporal a las restricciones, sin perjuicio 
de lo que otras leyes particulares establezcan, es fijado por el artículo 
15 en hasta doce años, aunque es posible desclasificar cualquier 
información aun antes si se extinguen las causas que dieron origen a 
su clasificación como reservada o confidencial. 
La mera existencia de las normas no garantiza la eficacia de los 
derechos en la práctica. Se requiere además de la existencia de 
tribunales que las hagan valer y de entidades que implementen todo 
lo que sea necesario para que los mandatos jurídicos puedan operar. 
El caso de México es también ejemplar en ambos aspectos. La Corte 
Suprema Federal y los demás tribunales del país han mostrado 
un sincero compromiso con el derecho fundamental de acceder 
a la información pública, empezando por ser de los primeros en 
suministrarla, como puede constatarse en la página web de la Corte 
y en especial en el portal http://www.cjf.gob.mx/transparencia/, en 
el que aparece la información relevante del poder judicial. Al día 
de hoy es posible consultar por vía electrónica un amplio acervo 
de informaciones de dichos tribunales y de los asuntos ante ellos 
tramitados, con excelentes buscadores y bases de datos. El Instituto 
Federal de Acceso a la Información Pública (http://www.ifai.org.
mx/) ha sido desde su creación un importante impulsor de la causa de 
la transparencia, con implementación de metodologías, mecanismos 
y fórmulas para lograr que la administración sea capaz de organizar 
la información y ponerla prontamente al alcance de las personas.
Probablemente una de las tareas más destacadas del Instituto ha sido la 
promoción constante de espacios académicos para estudiar y debatir 
en torno al derecho de acceso a la información pública. De ello se da 
cuenta con prolijidad en su página web. La Universidad Autónoma 
de México UNAM, se ha vinculado a este esfuerzo con importantes 
investigaciones, con publicaciones especiales y periódicas, y con una 
interesante tarea de seguimiento. A los eventos programados por 
el Instituto han concurrido importantes conocedores del tema en el 
mundo, de cuyas reflexiones bien valdría la pena ocuparse, así sea 
brevemente en las siguientes líneas. Del muy abundante material 
disponible, se ha considerado traer a cuento el producido en el año 
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2006, como muestra representativa, sin desconocer que en los años 
siguientes la producción ha sido muy abundante en lo cuantitativo y muy 
valiosa en lo cualitativo. De dicho año, se ha elegido un estudio sobre el 
acceso a la información como derecho fundamental elaborado por la 
profesora Rafaela López Salas y algunos documentos presentados en 
la semana nacional de la transparencia en el año de 2006. 
La profesora Rafaela López Salas vincula el acceso a la información 
con el derecho a la instrucción y a la cultura, caro a los liberales 
mexicanos decimonónicos, que luego se plasmará en la Constitución 
con la consagración de la libertad de expresión. Se resalta que la 
libertad de expresión, en la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos, incluye el derecho de “investigar y recibir informaciones 
y opiniones”, a lo cual hay que agregar la difusión de las mismas. 
Las tres acciones: investigar, recibir y difundir definen esta libertad. 
En este marco irrumpe en la tradición jurídica mexicana el derecho 
de acceso a la información, que a su juicio plantea “una situación 
de tensión con otros derechos fundamentales”, como el derecho al 
honor, a la intimidad, a la vida privada y a la imagen. Se sostiene 
que el derecho de acceso a la información, comprendido como el 
derecho a vivir una vida informada, “evoluciona en virtud de la 
participación que tiene el individuo en los asuntos de interés público 
a grado tal, que actualmente los ciudadanos están legitimados para 
ejercer el derecho de información en todas sus vertientes”.
En el marco de la semana nacional de la transparencia, en la que 
se festeja anualmente la “emisión de la Ley de la Transparencia en 
México”, en el año 2006, participaron los profesores Federico Reyes 
Heroles, José Woldenberg, Alonso Lujambio Irazabal, Thomas 
Markert, Eduardo Bertoni y Salvador Nava.
El profesor Federico Reyes Heroles, además de hacer muy interesantes 
planteamientos sobre los retos y desafíos que impone este derecho 
en las actuales circunstancias, resumió afortunadamente el sentido 
de esta celebración en los siguientes términos:  
Festejamos la vigencia de una ley; festejamos es cierto el nacimiento 
de una Institución, pero sobre todo festejamos la ampliación de 
uno de nuestros derechos ciudadanos fundamentales: el derecho 
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a conocer el uso y los destinos de los recursos públicos que entre 
todos generamos.
El acceso a la información pública es una de las herramientas más 
eficaces para combatir la corrupción y el mal gobierno. Fue ese el 
motivo que impulsó al Consejo Rector de Transparencia Mexicana, 
organismo que me honro en presidir, hace exactamente 6 años a 
formular una propuesta sobre el tema que fue entregada al entonces 
Presidente Electo. 
Fue esa misma motivación la que agrupó a mexicanos muy valiosos 
que auténticamente persiguieron el proyecto de ley enriqueciendo su 
contenido. Esa misma motivación nos reúne hoy para ratificar nuestro 
convencimiento de la utilidad del instrumento ciudadano. El derecho a 
la información no sólo es una herramienta de combate a la corrupción, 
es en buena medida el cimiento en el que se sustenta la credibilidad de 
los ciudadanos hacia sus instituciones. La credibilidad es la argamasa 
del pacto social; la credibilidad no es un acto de fe porque los asuntos 
de la res pública no pertenecen a las convicciones religiosas. 
En una democracia la credibilidad se sustenta en el conocimiento, 
en el saber de los ciudadanos. Pero en los festejos se puede muy 
fácilmente perder el sentido crítico, mucho se ha avanzado, pero 
mucho queda por hacer.
El profesor José Woldenberg recuerda el sencillo enunciado por medio 
del cual la profesora María Marván sintetiza el sentido de la ley de 
transparencia: “Que el ciudadano pueda preguntar y que la autoridad esté 
obligada a contestar”. El acceso a la información pública tiene que ver 
con la iniciativa de hacer público lo que siempre ha debido ser público, 
rescatando la información del laberinto en que había sido abandonada 
por la discrecionalidad, muchas veces caprichosa e injustificada, de la 
burocracia. La transparencia, resistida por la opacidad, que acompaña 
inercialmente a los burócratas, implica una verdadera revolución en 
el ejercicio del poder. Se trata de un cambio en el modo de ejercerlo, 
marcado por su acento democrático, que implica la posibilidad cierta de 
un control ciudadano, cuyo primer resultado es la correlativa reducción 
de la arbitrariedad y de la discrecionalidad de los funcionarios, quienes 
deben justificar adecuadamente sus decisiones, pues merced al acceso a 
la información, éstas serán materia del debate público. 
El profesor Alonso Lujambio Irazabal, en el discurso de instalación, 
brinda valiosos elementos para el análisis cuantitativo del asunto. 
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Recuerda que en los últimos quince años en el mundo se han 
promulgado 48 leyes de transparencia, de la cuales el 75% ha sido 
aprobado después de 1990, en una tendencia que se ha acentuado 
marcadamente en el último lustro. Este proceso ha ocurrido en 69 
países de los cinco continentes, lo que permite sostener que se trata 
de un tema actual en la agenda de los países democráticos.
El profesor Thomas Markert, Secretario Ejecutivo Adjunto de la 
Comisión de Venecia, Consejo de Europa, participó junto con el 
profesore Eduardo Bertoni, Director Ejecutivo de la Fundación 
para el debido proceso legal en EEUU en el panel “El acceso a 
la información pública en el derecho constitucional, experiencia 
compartida”. El comentarista del panel fue el profesor Salvador 
Nava. La principal cuestión del panel fue la “constitucionalización 
del acceso a la información”. 
El panelista Markert recuerda el origen escandinavo de la institución, 
ocurrido en Suecia con la ley de libertad de prensa, adoptada en 
el siglo XVIII. Esta norma “es un documento constitucional 
que garantiza acceso muy amplio del público a los documentos 
oficiales”. La constitucionalización de este derecho es visible en 
las Constituciones de Holanda, Finlandia, Bélgica y en algunos de 
los antiguos estados comunistas como Molovia, que lo establecen 
de manera explícita. Este derecho ha sido reconocido por normas 
comunitarias tales como la Convención Europea de Derechos 
Humanos y mencionado en algunas recomendaciones. Ha habido 
dificultades en armonizar el acceso con la visión mayoritaria de las 
libertades, que son miradas como libertades negativas. A ello puede 
deberse que la mayoría de estados de Europa ha dejado el derecho de 
acceso a la información en el plano de la regulación legal, pues este 
derecho no se tiene como fundamental. 
El panelista Bertoni considera que en América no existe una 
tendencia a constitucionalizar el acceso a la información, como un 
derecho autónomo, pero sí a generar mecanismos que garanticen 
dicho acceso, pues la consagración normativa del derecho, como en 
Europa, se ha dado mayoritariamente en el plano legal. Al no estar 
constitucionalizado directamente el acceso, es necesario averiguar 
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los vínculos de éste con los derechos constitucionalizados, para 
establecer la relación existente entre ellos. En esta búsqueda se trae a 
cuento el derecho de petición, como ocurre en el caso de Costa Rica 
y Honduras; la libertad de expresión, que corresponde a un derecho 
fundamental en casi todas las constituciones que la consagran, que 
son la mayoría; el derecho internacional, por la vía de las normas 
interamericanas, especialmente de la Convención Americana que lo 
consagra como derecho fundamental, y que algunas constituciones 
incorporan bajo la figura del bloque de constitucionalidad. Considera 
que la constitucionalización del derecho de acceso tiene más sentido 
en las repúblicas federales, por razones de igualdad. Sin embargo, 
la constitucionalización implica una gran dificultad: la de incluir 
algunos principios anejos al acceso en la constitución. A manera de 
ejemplo, trae a colación los diez principios del derecho de acceso a 
la información pública elaborados por la Organización Proacceso 
o Pen Society, Limac y el Instituto de Prensa Social, en Perú, que 
son: el principio de máxima apertura, el principio de que todas las 
entidades públicas deben ser sujetos de la ley, el principio de que el 
derecho es igual para todas las personas, el principio de gratuidad 
de la información, el principio de un proceso sencillo y rápido, el 
principio de clara definición de las causas de reserva, el principio de 
organismo regulador independiente, el principio del derecho a ser 
orientado, el principio de la información de oficio y el principio de 
armonía del derecho de acceso a la información.
Hace un año, y ya en el plano estatal, se promulgó la Ley de 
transparencia y acceso a la información pública del Estado de México 
y Municipios, que aparece publicada en la “Gaceta del Gobierno” 
el 24 de julio de 2008 (http://www.infoem.org.mx/doc/marco/
ley_transparencia.pdf). Esta ley tiene por objeto: “transparentar el 
ejercicio de la función pública, tutelar y garantizar a toda persona, el 
ejercicio del derecho de acceso a la información pública, a sus datos 
personales, así como a la corrección y supresión de éstos y proteger 
los datos personales que se encuentren en posesión de los sujetos 
obligados”, y por objetivos: 
I. Promover la transparencia de la gestión pública y la rendición de 
cuentas de los sujetos obligados hacia la sociedad, bajo el principio 
de máxima publicidad; 
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II. Facilitar el acceso de los particulares a la información pública, a 
sus datos personales, a la corrección o supresión de éstos, mediante 
procedimientos sencillos y expeditos, de manera oportuna y gratuita; 
III. Contribuir a la mejora de la gestión pública y a la toma de 
decisiones en las políticas gubernamentales, mediante mecanismos 
que alienten la participación ciudadana en el acceso a la información; 
Iv. Promover una cultura de transparencia y acceso a la información; 
y 
v. Garantizar a través de un órgano autónomo: 
a) El acceso a la información pública; 
B) La protección de datos personales; 
c) El acceso, corrección y supresión de datos personales en posesión 
de los sujetos obligados; y 
d) El derecho a la intimidad y privacidad de los particulares, en 
relación con sus datos personales. 
Dicho órgano será responsable de promover y difundir estas 
garantías y resolver los procedimientos relacionados con éstas. 
De los 87 artículos que conforman la ley, vale la pena ocuparse, 
así sea de paso, de tres aspectos centrales: la forma del acceso, la 
información publicada y la disponibilidad de la misma. El acceso, 
según el artículo 6, será “permanente y gratuito”, y en caso de 
que sea necesario expedir documentos escritos, grabaciones o 
reproducciones su valor no podrá exceder el costo de la copia más 
el importe del envío. Los artículos 12, 13, 14 y 15 establecen que 
los sujetos obligados por la ley, valga decir los entes públicos, 
deberán tener disponible la información “de manera permanente 
y actualizada, de forma sencilla, precisa y entendible a los 
particulares”, incluyendo dentro de ella, entre otros datos, los 
relativos a las “leyes, reglamentos, decretos, acuerdos, convenios, 
manuales de organización y procedimientos y demás disposiciones 
en los que se establezca su marco jurídico” (art. 12.I); al directorio 
de servidores públicos, con indicación de su nombramiento, puesto 
funcional y remuneración (art. 12.II); a los planes de obras (art. 
12.III); a los ingresos, egresos y deuda pública (art. 13.II); a la 
agenda legislativa (art. 14.III); y al desarrollo de obras para brindar 
servicios como los de agua potable, drenaje y alcantarillado (art. 
15.I). Los cuatro artículos citados establecen treinta y dos clases de 
informaciones, que cubren muchos ámbitos relevantes de la acción 
pública. En cuanto a la disponibilidad, que aparece regulada en los 
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artículos 17 y 18, merece destacarse la preferencia que se da a los 
sistemas computacionales y a las nuevas tecnologías, y la obligación 
que tienen los entes públicos de poner al alcance de las personas la 
información, disponiendo de los medios requeridos para tal fin y 
brindando el apoyo que sea necesario.
colomBIa: estudIo de sentencIas de la corte 
constItucIonal y análIsIs de casos
La idea que no trata de convertirse en palabra es una mala idea, 
y la palabra que no trata de convertirse en acción es una mala palabra.
Gilbert Keith Chesterton.
En la tradición jurídica colombiana el acceso a la información no 
ha tenido una consagración normativa independiente. El código 
contencioso administrativo procura dar algunas garantías a los 
ciudadanos para permitirles acceder a los documentos públicos. En 
el plano constitucional el acceso a la información suele encauzarse, 
como ocurre en algunos países centroamericanos, por la vía del 
derecho de petición.
A partir de la Constitución de 1991, que consagró la acción de 
tutela como mecanismo de protección de los derechos funda-
mentales, la violación del derecho de petición, en algunos casos 
vinculado al acceso a documentos públicos, ha sido uno de los 
principales motivos de las tutelas presentadas ante la justicia. La 
administración colombiana no estaba acostumbrada ni preparada 
para responder prontamente las peticiones de sus ciudadanos. Esta 
disfuncionalidad, en el caso concreto del acceso a la información, no 
puede ser remediada adecuadamente por la institución del silencio 
administrativo, pues en muchos casos, a pesar de obtenerse una 
decisión afirmativa, merced al silencio, el desorden, la desidia y la 
desorganización de la administración hacen en la práctica muy difícil 
encontrar la información requerida. Además, la administración 
suele ceder frecuentemente, como se vislumbró en la sentencia de 
la Corte Interamericana, a la tentación de establecer restricciones 
implícitas o sobreentendidas al acceso a la información, o a la de 
escudarse tras el parapeto del reglamento o del acto administrativo 
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de carácter general, para cubrir con el velo del capricho aquello que, 
como todo lo público, debe estar siempre a la luz, salvo que razones 
excepcionales justifiquen su reserva.
A partir de una sentencia de tutela, estudiada como caso ejemplar, en 
la que se examinará la comprensión que la Corte Constitucional hace 
del derecho de petición, cuando recae sobre acceso a información 
pública, se procurará hacer un análisis crítico de la cuestión, a fin de 
poner de presente la limitación de esa visión de las cosas, sobre todo 
si se juzga desde la conflictiva perspectiva de la constitucionalización 
de este derecho. 
En efecto, la Corte, en la Sentencia T-1075 de 2003, al estudiar 
el caso de la petición de información que hiciera al Ministro del 
Interior y de Justicia el señor Jaime Castro, en torno del referéndum 
elaborado por el Gobierno, luego de revisar detenidamente las 
múltiples comunicaciones cruzadas por las partes, y de encauzar 
la cuestión en torno al derecho de petición, planteó el problema 
jurídico en los siguientes términos:     
a) Si existe algún límite al contenido del derecho de petición o a las 
materias consultadas en ejercicio de éste diferente a los documentos 
de reserva; y
b) Si debido a la naturaleza de algunas peticiones, por la imposibilidad 
de una respuesta cierta y precisa, es viable contestar indicando que 
no se absolverán de fondo.
El discurso de la Corte comienza por traer a cuento la Sentencia 
T-377 de 2000, en la cual la jurisprudencia sistematizó los elementos 
característicos del derecho de petición, que luego fueron ampliados 
por la Sentencia T-1006 de 2001, para señalar que mediante el 
derecho de petición “se garantizan otros derechos constitucionales, 
como los derechos a la información, a la participación política y 
a la libertad de expresión”. La petición tiene sólo dos límites: que 
corresponda a la competencia del funcionario y que no se trate de 
algo sometido a reserva. La decisión de la Corte es adversa a los 
intereses del Señor Jaime Castro, pues “si bien ejercitó legítimamente 
su derecho fundamental”, la naturaleza de lo consultado no permite 
una respuesta de fondo. 
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El estudio de esta primera sentencia permite sostener dos asertos. 
El primero es que en Colombia el acceso a la información se ha 
vinculado estrechamente al derecho de petición. El segundo es que 
el derecho de petición es un derecho fundamental. 
En la Sentencia C-887 de 2002, al ocuparse de una acción de 
inconstitucionalidad contra la Ley 555 de 2000, en la cual se regula 
el tema de los servicios de comunicación personal, la Corte, luego 
de reconocer la idoneidad del principio de transparencia para el 
combate de la corrupción, y ocupándose del acceso a la información, 
precisa que:
El  artículo 74 de la Constitución Política dispone que “Todas las 
personas tienen derecho a acceder a los documentos públicos, salvo 
los casos que establezca la ley”, derecho que encuentra desarrollo 
en el artículo 19 del C.C.A., modificado por el artículo 12 de la 
Ley 57 de 1985, que autoriza a los ciudadanos para acceder a la 
información oficial consultando los documentos que reposen en las 
oficinas públicas, siéndoles permitido igualmente solicitar y obtener 
copias de los mismos, con excepción de los que estén bajo reserva 
legal o que se relacionen con la defensa o seguridad nacional.
De lo anterior se desprende claramente que la regla general sobre 
publicidad de los documentos públicos está consagrada en la propia 
Constitución, y que únicamente la ley está habilitada para establecer 
las excepciones al derecho de acceder a los documentos públicos. 
Así lo ha reconocido la Corte desde sus primeros pronunciamientos 
al considerar que “el ejercicio del derecho al acceso a documentos 
públicos debe, pues, ceñirse a los postulados de la Constitución y 
la ley tal como lo dispone expresamente el artículo 74. Vale decir: 
solo la Carta Fundamental y la ley pueden establecer límites al 
ejercicio de este derecho que por supuesto, incluye la consulta 
de los documentos in – situ y no sólo como pudiera pensarse, la 
solicitud de copias”. (Ver Sentencia T-473 de 1992). 
También ha señalado la Corte que el acceso a los documentos 
públicos no es absoluto en tanto y cuanto la ley puede establecer 
su reserva con base “en una objetiva prevalencia del interés 
general. En este orden de ideas, es permitido a los funcionarios 
impedir el acceso a documentos reservados, si va autorizada, 
también cuando el contenido de los documentos vulnere el derecho 
a la intimidad”. Igualmente, en reiteradas oportunidades esta 
Corporación ha expresado que si bien el derecho a acceder a 
documentos públicos tiene carácter autónomo, es también una 
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manifestación concreta del derecho de petición, como quiera 
que la principal finalidad de estos derechos es obtener una 
información a través de una respuesta concreta.  
La Corte sostiene una dualidad jurídica, pues de una parte afirma 
que el acceso a la información pública es un derecho autónomo, 
establecido en la Constitución y desarrollado por la ley; y, de otra, 
señala que se trata de una manifestación concreta del derecho de 
petición. Esta postura bipolar conlleva una hipotética dificultad, 
pues si el acceso a la información pública es una manifestación 
del derecho de petición, no hay duda alguna de que se trata de un 
derecho fundamental. Toda manifestación concreta de un derecho 
fundamental es, también, a fortiori, un derecho fundamental. Empero, 
si el acceso a la información pública es un derecho autónomo, ¿cuál 
sería su naturaleza? La Corte no responde esta pregunta, pues la 
hipótesis del derecho autónomo solamente la plantea como posible, 
ya que en la práctica suele encauzar este derecho dentro del derecho 
de petición. Con todo, no sería posible sostener, sin vulnerar la lógica 
–y el derecho- que un derecho a veces es fundamental y a veces 
no, pues lo fundamental de un derecho no es un asunto coyuntural 
o meramente circunstancial, sino un tema estructural. Por ello, es 
preciso tomar partido por la única alternativa razonable y sostener 
que el derecho de acceso a la información pública es un derecho 
fundamental.
 
En una reciente sentencia, la C-491 de 2007, al estudiar la acción de 
inconstitucionalidad promovida contra la Ley 1097 de 2006, que regula 
el siempre espinoso tema de los gastos reservados, especialmente en 
materias vinculadas a temas de inteligencia y de contrainteligencia, 
la Corte se ocupa puntualmente de precisar el alcance del derecho de 
acceso a la información pública. Los gastos reservados, usualmente 
empleados en el manejo de la seguridad nacional, ofrecen una 
inmejorable oportunidad a la Corte para estudiar con detenimiento 
el tema de los límites al acceso a la información pública, a partir del 
análisis de la justificación de los mismos. 
 
La Corte comienza por rechazar el secreto en la gestión estatal y por 
sostener, contrario sensu, la “plena publicidad y transparencia de 
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la gestión pública”. Pues considera, como es muy razonable hacer, 
que aquello que no se quiere mostrar es aquello que no se puede 
justificar. La publicidad y la transparencia de la información son 
“la garantía más importante de la lucha contra la corrupción y del 
sometimiento de los servidores públicos a los fines y procedimientos 
que les impone el derecho”. Sobre la base de la información se 
ejercita la crítica, se desarrolla el control y se afinca el ejercicio de 
la oposición. Para la Corte “el derecho de acceso a la información 
pública es una herramienta fundamental para la satisfacción del 
derecho a la verdad de las víctimas de actuaciones arbitrarias y el 
derecho a la memoria histórica de la sociedad”. 
 
Los principios de publicidad y de transparencia se hacen efectivos, 
a juicio de la Corte, por medio de los derechos de acceso a la 
información pública y de petición. Ambos derechos son calificados 
expresamente como fundamentales. Dada la importancia tanto de 
los principios como de los derechos involucrados, la Corte considera 
que “los límites a tales derechos se encuentran sometidos a exigentes 
condiciones constitucionales y el juicio de constitucionalidad de 
cualquier norma que los restrinja debe ser en extremo riguroso”. 
Los requisitos que debe cumplir la ley para restringir el derecho de 
acceso a la información pública son resumidos por la Corte de la 
siguiente manera:
1) Como regla general, en virtud de lo dispuesto por el artículo 
74 de la Constitución, 13 de la Convención Interamericana sobre 
Derechos Humanos y 19 del Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos, las personas tienen derecho fundamental de acceso a 
la información del Estado. En este sentido, donde quiera que no 
exista reserva legal expresa debe imperar el derecho fundamental de 
acceso a la información. Al respecto la Corte ha indicado: 
“En suma, en una sociedad democrática, la regla general 
consiste en permitir el acceso ciudadano a todos los documentos 
públicos. De allí que constituya un deber constitucional de las 
autoridades públicas entregarle, a quien lo solicite, informaciones 
claras, completas, oportunas, ciertas y actualizadas sobre cualquier 
actividad del Estado”. 
De la regla “pro publicidad” se derivan dos consecuencias: las 
normas que limitan el derecho de acceso a la información deben 
ser interpretadas de manera restrictiva y toda limitación debe estar 
adecuadamente motivada. 
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En todo caso la Corte ha indicado que el derecho de acceso a los 
documentos públicos no se extiende a los documentos meramente 
preparatorios o en trámite de elaboración ni a la información íntima 
o privada de personas naturales que no tenga ninguna relevancia 
pública.  
Finalmente, la Corte ha considerado “constitucionalmente admisible” 
la regulación legal del procedimiento de acceso a información. 
Tales reglas deben ser tenidas en cuenta por el juez constitucional a 
la hora de definir si en un determinado caso existe vulneración del 
derecho que se estudia.
2) Tal y como lo dispone el artículo 74 de la Constitución, los límites 
del derecho de acceso a la información  pública tienen reserva de 
ley. En efecto, según la citada disposición, “todas las personas 
tienen derecho a acceder a los documentos públicos salvo los casos 
que establezca la ley (…).”.
En aplicación de esta regla, la Corte tuteló el derecho de un 
ciudadano a quien las autoridades aeronáuticas le negaban el acceso 
a una cierta información con el argumento de que la misma era 
objeto de reserva según un reglamento aeronáutico contenido en un 
acto administrativo. En criterio de la Corte “resulta evidente que 
la reserva de las investigaciones administrativas sobre accidentes 
aéreos que la entidad demandada opone al actor para negar los 
documentos por él solicitados, no emana de la ley, sino de un acto de 
la Administración dictado en ejercicio de su función reglamentaria, 
como lo es el Manual de Reglamentos Aeronáuticos adoptado 
por Resolución No. 2450 de 1974, del Jefe del Departamento 
Administrativo de la Aeronáutica Civil. Por ello mismo, siendo 
como es que en el presente caso no se está ante una reserva en sentido 
estricto, mal podría aducirse un tal reglamento para desatender las 
pretensiones del demandante” (T-1268/01).
3) La ley que limita el derecho fundamental de acceso a la libertad 
de información debe ser precisa y clara al definir qué tipo de 
información puede ser objeto de reserva y qué autoridades pueden 
establecer dicha reserva. En efecto, la Constitución en este sentido 
rechaza las normas genéricas o vagas que pueden terminar siendo 
una especie de habilitación general a las autoridades para mantener 
en secreto toda la información que discrecionalmente consideren 
adecuado. Para que esto no ocurra y no se invierta la regla general 
de la publicidad, la ley debe establecer con claridad y precisión el 
tipo de información que puede ser objeto de reserva, las condiciones 
en las cuales dicha reserva puede oponerse a los ciudadanos, las 
autoridades que pueden aplicarla y los sistemas de control que operan 
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sobre las actuaciones que por tal razón permanecen reservadas. Al 
respecto ha dicho la jurisprudencia:
“En los términos de la Constitución, la regla general de la 
publicidad sólo puede tener excepciones en virtud de leyes que, 
de manera específica, establezcan los casos concretos en los 
cuales ciertas autoridades claramente definidas pueden establecer 
que determinada información es reservada. Adicionalmente, la 
reserva sólo resulta procedente si el legislador aporta razones 
suficientes para justificarla. En este sentido la Corte ha señalado 
estrictas condiciones para que el legislador pueda establecer 
excepciones a la regla general prevista en el artículo 74 Superior.” 
En aplicación de esta regla, la Corte declaró la exequibilidad de 
una serie de disposiciones que autorizaban la reserva de ciertos 
documentos judiciales bajo el entendido de que las disposiciones 
demandadas, dada su vaguedad, sólo eran exequibles si se entendía 
que remitían a las normas legales que de manera precisa y clara 
establecían la reserva legal de información judicial para proteger a 
víctimas y testigos de procesos penales.
4) La reserva puede operar respecto del contenido de un documento 
público pero no respecto de su existencia. Al respecto la Corte ha 
indicado que “el secreto de un documento público no puede llevarse 
al extremo de mantener bajo secreto su existencia. El objeto de 
protección constitucional es exclusivamente el contenido del docu-
mento. Su existencia, por el contrario, ha de ser pública, a fin de 
garantizar que los ciudadanos tengan una oportunidad mínima a fin 
de poder ejercer, de alguna manera, el derecho fundamental al control 
del poder público (art. 40 de la C.P.)”.
5) La reserva legal sólo puede operar sobre la información que 
compromete derechos fundamentales o bienes constitucionales pero 
no sobre todo el proceso público dentro del cual dicha información 
se inserta. En ese sentido en un caso de violencia contra menores, 
por ejemplo, solo es reservado el nombre del menor o los datos que 
permitan su identificación, pero no el resto de la información que 
reposa en el proceso, pues resultaría desproporcionado reservar 
una información cuyo secreto no protege ningún bien o derecho 
constitucional. A este respecto no sobra recordar que la Corte ha 
señalado que cualquier decisión destinada a mantener en reserva 
determinada información debe ser motivada y que la interpretación 
de la norma sobre reserva debe ser restrictiva. 
6) La reserva legal no puede cobijar información que por decisión 
constitucional deba ser pública. Así por ejemplo, resultaría abierta-
mente inconstitucional que se estableciera una reserva sobre el 
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contenido de las leyes de la República, el trámite legislativo, los 
nombres de los servidores públicos de elección popular, en fin, todos 
los procesos y actuaciones cuya publicidad es constitucionalmente 
obligatoria. En este sentido, para mencionar un tema que tiene 
relación directa con las normas demandadas, resultaría inadmisible 
constitucionalmente hablando que la cuantía de los gastos reservados 
de cada entidad estuviera también bajo reserva. Al ser este un tema 
que debe encontrarse dispuesto en la ley de presupuesto, dicha 
información debe ser pública de forma tal que pueda ser conocida y 
controvertida por la ciudadanía.
7) La reserva debe ser temporal. Su plazo debe ser razonable y 
proporcional al bien jurídico constitucional que la misma busca 
proteger. Vencido dicho término debe levantarse. A este respecto, 
por ejemplo, la Corte declaró la exequibilidad condicionada de una 
norma que no establecía un plazo razonable para la reserva de las 
investigaciones disciplinarias. La Corte encontró que la reserva de 
ley sobre la investigación disciplinaria debía levantarse una vez se 
practicaran todas las pruebas de la investigación o, una vez vencido 
el término legal para su práctica. Extender la reserva mas allá de 
dicho plazo resulta desproporcionado y viola el derecho de acceso a 
la información  Pública. Al respecto ha dicho la Corte: 
“En realidad, no sería posible en ningún sistema excluir una 
instancia o momento de control social y político. Inclusive, se 
reitera, el modelo de la publicidad restringida, lo contempla, 
pues dictado el fallo se levanta la reserva que hasta entonces 
amparaba la investigación. Si el desempeño del poder, en los 
distintos ámbitos del Estado, fuera clandestino y secreto, no sería 
posible que el ciudadano pudiera “participar en la conformación, 
ejercicio y control del poder político” (C.P. art. 40). La publicidad 
de las funciones públicas (C.P. art. 209), es la condición esencial 
del funcionamiento adecuado de la democracia y del Estado de 
derecho; sin ella, sus instituciones mutan de naturaleza y dejan 
de existir como tales” (C-038/96).
8) Durante el periodo amparado por la reserva la información debe 
ser adecuadamente custodiada de forma tal que resulte posible su 
posterior publicidad. La pérdida o deterioro de los documentos en 
los que reposa esta información puede dar lugar a graves sanciones 
disciplinarias e incluso penales y por ello las entidades que 
custodian la información así como los organismos de control deben 
asegurarse que dicha información se encuentre adecuadamente 
protegida. No sobra indicar que la Corte consideró que esta era una 
de las obligaciones más importantes de las entidades custodias de 
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información reservada para garantizar el derecho fundamental a la 
verdad de las víctimas de violaciones de derechos humanos y a la 
memoria de la sociedad colombiana.
9) La reserva cobija a los funcionarios públicos pero no habilita al 
Estado para censurar la publicación de dicha información cuando 
los periodistas han logrado obtenerla. En aplicación de esta regla la 
Corte declaró inexequible una norma que prohibía a los periodistas 
difundir información reservada. Al respecto dijo la Corte: 
“El parágrafo segundo de la norma examinada que prohíbe 
publicar extractos o resúmenes del contenido de la investigación 
sometida a reserva, hasta que se produzca el fallo, es inexequible 
en cuanto comporta una forma clara e inequívoca de censura y 
viola, por ende, el artículo 20 de la C.P. De otra parte, vulnera la 
libertad e independencia de la actividad periodística, garantizada 
en el artículo 73 de la Carta. La prohibición de la censura opera en 
un ámbito propio y respecto de ciertos sujetos, pero por sí misma 
no limita la competencia del legislador para imponer respecto de 
determinados actos y personas la  obligación de la reserva.”        
10) Adicionalmente, la Corte ha considerado que la reserva puede 
ser oponible a los ciudadanos pero no puede convertirse en una 
barrera para impedir el control intra o interorgánico, jurídico y 
político, de las decisiones y actuaciones públicas de que da cuenta la 
información reservada. En este sentido, la exigencia de motivación 
de la decisión de no entregar una información “reservada” tiene 
como uno de sus propósitos principales, según la Corte, facilitar el 
control judicial de dicha decisión. 
11) Es cierto que el legislador puede establecer límites del 
derecho de acceso a la información, pero esos límites sólo serán 
constitucionalmente legítimos si tienen la finalidad de proteger 
derechos fundamentales o bienes constitucionalmente valiosos 
como la seguridad nacional, el orden público o la salud pública. En 
todo caso, la limitación que se imponga debe resultar razonable y 
proporcionada al logro de dicha finalidad. Al respecto ha señalado 
la Corte: 
“La publicidad como principio constitucional que informa el 
ejercicio del poder público, se respeta cuando se logra mantener 
como regla general y siempre que la excepción, contenida en la ley, 
sea razonable y ajustada a un fin constitucionalmente admisible. 
La medida exceptiva de la publicidad, igualmente, deberá 
analizarse en términos de razonabilidad y proporcionalidad, 
como quiera que ella afecta, según se ha anotado, un conjunto 
de derechos fundamentales.”
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Adicionalmente la Corte ha señalado que en las siguientes 
situaciones puede resultar legítima la reserva: (1) para garantizar 
la defensa de los derechos fundamentales de terceras personas que 
puedan resultar desproporcionadamente afectados por la publicidad 
de una información; (2) ante la necesidad de mantener la reserva 
para garantizar la seguridad y defensa nacional; (3) frente a la 
necesidad de asegurar la eficacia de las investigaciones estatales 
de carácter penal, disciplinario, aduanero o cambiario; (4) con el 
fin de garantizar secretos comerciales e industriales.  En todo caso 
cualquier restricción debe resultar razonable y proporcionada a los 
fines que se busca alcanzar.   
Como lo ha señalado la Corte, en perfecta armonía con lo establecido 
por la doctrina y la jurisprudencia interamericana en la materia, 
“el principio de proporcionalidad comprende tres sub-principios: 
idoneidad, necesidad y proporcionalidad en sentido estricto. El primero 
se refiere a que toda intervención en los derechos fundamentales 
debe ser adecuada para contribuir a la obtención de un fin consti-
tucionalmente legítimo; el segundo, que la medida legislativa 
debe ser lo más benigna posible con el derecho intervenido, entre 
todas aquellas que revisten por lo menos la misma idoneidad para 
contribuir a alcanzar el objetivo propuesto, y la tercera, alude a que la 
intervención en el derecho fundamental intervenido debe compensar 
los sacrificios que ésta implica para sus titulares y para la sociedad en 
general.” 
12) En estrecha relación con las consideraciones anteriores, la Corte 
ha considerado que corresponderá al juez que ejerce el control sobre 
la decisión de no entregar determinada información, definir si tal 
decisión se encuentra soportada de manera clara y precisa en una 
ley y si la misma resulta razonable y proporcionada al fin que se 
persigue. Al respecto ha dicho la Corte:
“Aun cuando el derecho de acceso a los documentos públicos 
puede ser limitado por el legislador por disposición del artículo 
74 de la Constitución Política, como se hizo con relación a 
la defensa o seguridad nacional, el escrutinio judicial sobre 
la restricción que a la consulta y expedición de copias de 
documentos públicos hagan las autoridades, no se agota con la 
simple verificación de que dicha acción se fundamenta en normas 
jurídicas y que éstas tengan rango de ley, sino que además debe 
examinarse la proporcionalidad de la restricción de cara a los 
derechos, principios y valores constitucionales que resulten 
afectados con la medida. (…) el operador jurídico no sólo 
debe valorar que una norma de rango legal autorice la reserva 
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del documento, sino cuáles derechos, principios y valores 
constitucionales están afectados con la restricción, ya que en 
algunas ocasiones deberán prevalecer los derechos, valores y 
principios que inspiran la confidencialidad de la información, 
y en otros, los que se le oponen. Así las cosas, ponderados 
los intereses en juego, puede que la reserva de un documento 
prevalezca ante derechos como a la información; pero debe 
ceder frente a otros como los derechos a la defensa y de 
acceso a la administración de justicia, los cuales, prima facie, 
tienen mayor importancia en las sociedades democráticas 
modernas.”
13) Especialmente, en cuanto se refiere a la información relativa 
a la defensa y seguridad nacional, resulta relevante recordar que 
distintas disposiciones legales y de derecho internacional admiten 
su reserva legal. Al respecto, el artículo 12 de la Ley 57 de 1985, 
permite extender el carácter de reservados a los documentos que 
atenten contra la seguridad y defensa nacional, así: 
“Artículo 12.- Toda persona tiene derecho a consultar los 
documentos que reposen en las oficinas públicas y a que se le 
expida copia de los mismos, siempre que dichos documentos no 
tengan carácter reservado conforme a la Constitución o la Ley, o 
no hagan relación a la defensa o seguridad nacional.” 
En distintas decisiones la Corte ha admitido expresamente que 
una de las razones que pueden justificar la restricción del principio 
de publicidad de la información del Estado es la defensa de la 
seguridad nacional. Sin embargo ha reiterado que en cualquier 
caso la limitación concreta que se establezca debe satisfacer 
los principios de razonabilidad y proporcionalidad así como los 
restantes requisitos antes mencionados. En la Sentencia T-1268 de 
2001 referida a las razones que permiten justificar la reserva legal 
de cierta información relacionada con la defensa y la seguridad 
nacional, dijo la Corte: 
“(L)os funcionarios públicos, están autorizados para no permitir 
el acceso a aquellos documentos cuya consulta o comunicación 
pueda atentar contra secretos protegidos por ley tales como los 
concernientes a la defensa y seguridad  nacionales, a investi-
gaciones relacionadas con infracciones de carácter penal, fiscal, 
aduanero, o cambiario, así como a los secretos  comerciales e 
industriales” (T-473 de 1992).
Así mismo, en la Sentencia C-872 de 2003, la Corte estudió la 
constitucionalidad de los artículos 27 y 42 del Decreto 1799 de 2000, 
“Por el cual se dictan las normas sobre evaluación y clasificación 
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para el personal de Oficiales y Suboficiales de las Fuerzas Militares 
y se establecen otras disposiciones”. Según las normas demandadas, 
“los documentos elaborados por las autoridades evaluadoras y 
revisoras en los que se consignan informaciones y juicios de valor 
acerca de las condiciones personales y profesionales de los oficiales 
y suboficiales tienen carácter de reservado salvo para las partes que 
intervienen en el proceso. A su turno el artículo 42 señalaba que 
“las sesiones decisorias de la junta calificadora y las decisiones 
tomadas tienen carácter reservado, así como los documentos en que 
ellas consten.”. (subraya fuera del texto original). La Corte declaró 
exequibles estas disposiciones salvo las expresiones  “las decisiones 
tomadas” y “así como los documentos en que ellas consten”. 
A juicio de la Corporación, en lo que concierne a la reserva sobre 
el desarrollo de las sesiones de la Junta Clasificadora, y por ende, 
sobre las actas contentivas de las mismas, la imposición del 
secreto garantiza el buen funcionamiento de las Fuerzas Militares, 
como quiera que se trata de un cuerpo armado, estrictamente 
jerarquizado, basado en el principio del mando. Por consiguiente, 
se justifica que las discusiones sobre los ascensos que tienen 
lugar en el seno de la institución castrense no sean públicas. Por 
el contrario -dice textualmente la Corte-, la imposición de una 
reserva legal sobre el acto administrativo mediante el cual se 
decide clasificar para ascenso en una lista o en otra a un oficial 
o suboficial de las Fuerzas Militares, así como la imposición del 
secreto sobre los documentos que en ellos consten, no persiguen 
un fin constitucionalmente válido, pues no se encuentran asociadas 
de manera clara con la defensa de la seguridad nacional ni con la 
protección de otro derecho o bien constitucional de tal importancia 
que justifique la reserva. 
El prolijo esfuerzo de síntesis de la Corte, plasmado en los párrafos 
anteriores, es materia de una nueva síntesis, que la propia Corte 
elabora así:
En resumen, la Corte ha considerado que sólo es legítima una 
restricción del derecho de acceso a la información  pública –o el 
establecimiento de una reserva legal sobre cierta información– 
cuando: i) la restricción está autorizada por la ley o la Constitución; ii) 
la norma que establece el límite es precisa y clara en sus términos de 
forma tal que no ampare actuaciones arbitrarias o desproporcionadas 
de los servidores públicos; iii) el servidor público que decide 
ampararse en la reserva para no suministrar una información motiva 
por escrito su decisión y la funda en la norma legal o constitucional 
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que lo autoriza; iv) la ley establece un límite temporal a la reserva; 
v) existen sistemas adecuados de custodia de la información; vi) 
existen controles administrativos y judiciales de las actuaciones o 
decisiones reservadas; vii) la reserva opera respecto del contenido 
de un documento público pero no respecto de su existencia; viii) 
la reserva obliga a los servidores públicos comprometidos pero no 
impide que los periodistas que acceden a dicha información puedan 
publicarla; ix) la reserva se sujeta estrictamente a los principios de 
razonabilidad y proporcionalidad; x) existen recursos o acciones 
judiciales para impugnar la decisión de mantener en reserva una 
determinada información. 
En esta sentencia, merced a la consideración que hace la Corte de 
la jurisprudencia y de la doctrina internacional, especialmente de 
la jurisprudencia interamericana, de la cual se dio cuenta en una 
sección anterior, parece vislumbrarse un nuevo rumbo para la 
tendencia hasta ahora seguida en sus precedentes. En efecto, el 
derecho de acceso a la información pública aparece primero como 
una manifestación concreta del derecho de petición, siendo éste 
algo así como su primera matriz jurídica; paulatinamente comienza 
a ser apreciado como un derecho autónomo, con la pretensión de 
adquirir su “mayoría de edad”; para ser vinculado a la postre a una 
segunda matriz jurídica: la libertad de expresión. Con el acceso a la 
información pública parece ocurrir lo mismo que pasa con algunas 
prendas, pues lucen muy bien solas y, además, hacen juego con 
muchas combinaciones. Después de esta sentencia parecería que la 
Corte se encauza en el sendero de la Corte Interamericana sobre 
la materia. En fin, sea lo que fuere y mírese desde donde se mire, 
como derecho autónomo consagrado en la Constitución (art. 74); 
como concreción del derecho de petición; como concreción de la 
libertad de expresión; como un derecho humano, establecido en 
instrumentos internacionales e incorporado a la Constitución por 
la vía del bloque de constitucionalidad (art. 93); este polifacético 
derecho, en todos esos casos y supuestos, ha sido y es un derecho 
fundamental vinculado estrechamente al principio de transparencia 
(y al principio de publicidad), que resulta indispensable para un 
Estado democrático, como ocurre en el caso colombiano, o para 
cualquier organización política democrática.
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  conclusIones
La transparencia y la publicidad son dos principios jurídicos 
reconocidos por el derecho y la jurisprudencia en el plano intera-
mericano, y en el caso puntual de los ordenamientos jurídicos de 
México y de Colombia. 
Tanto el principio de transparencia como el de publicidad son, según 
la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
y de la Corte Constitucional de Colombia, y la Constitución y las 
leyes de México, elementos indispensables para el ejercicio político 
democrático, la lucha contra la corrupción y el debate público de los 
asuntos comunes.
Los principios antes mencionados se concretan especialmente en el 
derecho de acceso a la información pública. 
El derecho de acceso a la información pública es reconocido como 
fundamental por la jurisprudencia de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, que lo considera como una manifestación de la 
libertad de pensamiento y de expresión.
El derecho de acceso a la información gubernamental está establecido 
como fundamental en la Constitución Política de México.
El derecho de acceso a la información pública aparece consagrado 
en la Constitución Política de Colombia; ha sido considerado como 
fundamental por la jurisprudencia de la Corte Constitucional, 
que lo ha asumido de tres maneras distintas, a saber: como una 
manifestación concreta del derecho de petición, como un derecho 
autónomo y como una manifestación concreta de la libertad de 
expresión.
 Existe una marcada tendencia mundial, al menos en las democracias, 
a consagrar el derecho de acceso a la información pública como una 
garantía fundamental para el ejercicio del poder político en términos 
públicos y participativos.
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